
 
 

 
MINUTA DE PROPUESTA CONSTITUYENTE:  

RECONOMIENTO CONSTITUCIONAL DE LA JUSTICIA AMBIENTAL 
Fundación Terram1 

 
1. Desarrollo del tema 

 
La noción de justicia ambiental surge en EE.UU. a fines de la década del ‘70 y principios 

de los 80’, estrechamente relacionada con movimientos sociales que se levantaron y 
manifestaron en contra de la localización de industrias contaminantes en zonas habitadas 
por comunidades afroamericanas y de bajos ingresos2. Desde entonces, con el transcurso 
del tiempo, la comprensión de este concepto ha venido evolucionando y desarrollándose, 
integrando mayores dimensiones que van más allá de la sola reivindicación de derechos 
derivados por el sufrimiento de actividades contaminantes, destacando particularmente la 
discusión sobre la adecuada distribución de los bienes o servicios naturales, como también 
la asociada a demandas de mayor democracia en la adopción de decisiones ambientales. 
 

 En este sentido, una primera dimensión de la justicia ambiental encuentra su origen en 
la desproporción que existe en el padecimiento o tolerancia de impactos o riesgos 
ambientales por parte de grupos más vulnerables, como también en la inequitativa 
distribución que diversos grupos presentan en el acceso a los beneficios ambientales3. En 
otras palabras, esta comprensión de la justicia ambiental –que es posible clasificar como su 
dimensión distributiva– pone entonces el acento en la justa distribución de los costos, 
daños y riesgos ambientales (cargas), así como de los distintos servicios ambientales que la 
naturaleza provee (beneficios). 
 

Por otra parte, para esta noción, la forma y los procesos a través de los cuales los 
distintos grupos alcanzan las decisiones ambientales sobre la distribución de cargas y 
beneficios, resulta igual de relevante que el resultado mismo. En tal sentido, la justicia 
ambiental reconoce también una dimensión participativa o política, que pone énfasis en 
elementos tales como: la promoción de un debate público racional, un financiamiento 
adecuado para los actores involucrados, la existencia de expertos alternativos y la vigencia 
de normas que garanticen a los distintos actores una voz igualitaria en la adopción de las 
decisiones ambientales, como también los derechos de consentir, debido proceso y 
compensación4.  

 

 
1 Minuta redactada por los abogados Ignacio Martínez y Christian Paredes.  
2 RAMÍREZ, Sonia, GALINDO, María G., & CONTRERAS, Carlos. (2015). Justicia ambiental: Entre la utopía y la 
realidad social. Culturales, 3(1), 225-250. Disponible en: 
http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1870-11912015000100008&lng=es&tlng=es.  
3 HERVÉ, Dominique. Tratamiento Constitucional de los Recursos Naturales en el Contexto de la Justicia 
Ambiental. En: MORAGA, Pilar (Ed.). La Protección del Medio Ambiente: Reflexiones para una Reforma 
Constitucional. Santiago de Chile: Editorial Jurídica de Chile, 2019. P. 126 
4 Ibid. P.129 

http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1870-11912015000100008&lng=es&tlng=es


 
 

 
 
Esta comprensión de la justicia ambiental se ha ido reconociendo en distintos 

instrumentos internacionales, tales como en el Principio 10 de la Declaración de Río de 1992 
y, más recientemente, en el denominado “Acuerdo de Escazú”, que tiene como principal 
objetivo garantizar la implementación plena y efectiva en América Latina y el Caribe de los 
derechos de acceso a la información ambiental, participación pública en los procesos de 
toma de decisiones ambientales y acceso a la justicia en asuntos ambientales. 

 
Adicionalmente, es importante señalar que existen otras dimensiones de la justicia 

ambiental, como son la correctiva, enfocada en la reparación de las víctimas afectadas por 
episodios de contaminación u otro tipo afectaciones; y la ecológica, que tiene una visión 
aún más comprensiva de las problemáticas ambientales, abriendo la preocupación al 
mundo natural no humano, como también hacia el futuro. En este sentido, conceptos como 
los de justicia intrageneracional (distribución de carga y beneficios ambientales dentro de 
una sociedad y/o entre sociedades); justicia intergeneracional (preocupación por la 
integridad ecológica entre distintas generaciones); y justicia inter-especies (preocupación 
por el mundo natural no humano), adquieren un papel preponderante5. 
 

Los conceptos anteriores distan de ser ajenos a la realidad nacional, sino que, muy por 
el contrario, su consideración se hace sumamente necesaria en el contexto de la actual 
discusión constituyente ante los múltiples ejemplos de injusticia ambiental existentes en 
nuestro país y sus subsecuentes implicancias en los derechos humanos de las personas 
afectadas por ellos. En efecto, tales situaciones comprenden desde la existencia de áreas 
altamente contaminadas como son las “zonas de sacrificio”, pasando por la instalación y 
concentración de grandes vertederos de desechos domiciliarios y/o industriales), los 
problemas de acceso al agua de comunidades rurales, hasta las enormes dificultades que 
impone la regulación ambiental nacional para acceder a la justicia en asuntos ambientales. 
En este sentido, se hace necesario consagrar en la nueva Constitución la justicia ambiental 
en sus distintas dimensiones, ya sea como principio, derecho humano ambiental y/o 
deber del Estado. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 
5 HERVÉ, Dominique (2015). Justicia Ambiental y Recursos Naturales. Valparaíso: Ediciones Universitarias de 
Valparaíso, 2015. PP. 49-58. 



 
 

 
 

2. Propuesta de articulado 
 

a) Como principio: 
 
La Constitución reconoce como imperativo la necesidad de propender a una justa 
distribución de los costos y beneficios ambientales, tanto para las generaciones 
presentes como futuras, poniendo especial énfasis en las comunidades y ecosistemas 
más vulnerables. Para lograr dicho objetivo, reconoce como requisito esencial el 
involucramiento de todas las personas, comunidades y pueblos en la toma de decisiones 
ambientales, asegurando el acceso a la información, la participación pública y el acceso 
a la justicia en asuntos ambientales, de forma adecuada, oportuna y efectiva. 
 
b) Como derecho humano ambiental: 
 
La Constitución asegura a todas las personas los derechos de acceso a la información, 
participación pública y acceso a la justicia en asuntos ambientales, de forma adecuada, 
oportuna y efectiva. 
 
c) Como deber constitucional del Estado: 
 
El Estado protegerá y administrará los bienes comunes naturales en beneficio de todas 
las personas, comunidades y pueblos, asegurando el acceso, uso y aprovechamiento 
justo, equitativo y sostenible de los mismos, incluidas las generaciones futuras, teniendo 
siempre como límite su capacidad de regeneración natural y la mantención de sus 
funciones ecológicas esenciales. 

 


